
GE.22-11343  (S)    160922    220922 

Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal 

41er período de sesiones 
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  Resumen de las comunicaciones de las partes interesadas 
sobre Túnez* 

  Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta la periodicidad del examen periódico 

universal. Constituye un resumen de las comunicaciones de 43 partes interesadas1 para el 

examen periódico universal, presentadas de forma resumida debido a las restricciones 

relativas al número de palabras. El informe se ha elaborado teniendo en cuenta el resultado 

de la revisión anterior2. 

 II. Información proporcionada por las partes interesadas 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales y cooperación 

con los mecanismos de derechos humanos 

2. Los autores de las comunicaciones conjuntas 1 (JS1)3, 16 (JS16)4 y 19 (JS19)5, Maat 

for Peace, Development and Human Rights (MAAT)6 y el Comité Superior de Derechos 

Humanos y Libertades Fundamentales (CSDHLF)7 recomendaron la ratificación de la 

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de Sus Familiares. 

3. La comunicación conjunta 10 (JS10)8 y MAAT9 recomendaron la ratificación del 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales.  

4. Las comunicaciones conjuntas 13 (JS13)10, 16 (JS16)11 y 18 (JS18)12 y el CSDHLF13 

recomendaron la ratificación del Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte.  

  

 * La versión original del presente documento no fue objeto de revisión editorial antes de ser enviada a 

los servicios de traducción de las Naciones Unidas. 
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5. La JS1614 instó a Túnez a que aceptara el procedimiento de comunicación interestatal 

previsto en la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas. 

6. MAAT15 recomendó aceptar el procedimiento de denuncia establecido en virtud del 

artículo 31 de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 

las Desapariciones Forzadas y del artículo 14 de la Convención Internacional sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. 

7. Las comunicaciones conjuntas 7 (JS7)16 y 9 (JS9)17 y el CSDHLF18 recomendaron la 

ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre Prevención y Lucha contra la 

Violencia contra las Mujeres y la Violencia Doméstica (Convenio de Estambul). 

8. La JS1019 recomendó la ratificación del Convenio sobre la Seguridad Social (Norma 

Mínima), 1952 (núm. 102) de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

9. Las comunicaciones conjuntas 1 (JS1)20 y 14 (JS14)21 recomendaron la ratificación 

del Convenio sobre la Inspección del Trabajo (Agricultura), 1969 (núm. 129) de la OIT. 

10. La JS722 recomendó la ratificación del Convenio sobre la Protección de la Maternidad, 

2000 (núm. 183) y el Convenio sobre la Violencia y el Acoso, 2019 (núm. 190) de la OIT.  

11. La JS723, la JS924, MAAT25 y el CSDHLF26 recomendaron la ratificación del Convenio 

sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, 2011 (núm. 189) de la OIT. 

12. La Campaña Internacional para Abolir las Armas Nucleares (ICAN)27 recomendó a 

Túnez que firmara o ratificara el Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares o se 

adhiriera a él. 

13. La comunicación conjunta 11 (JS11)28, AccessNow29 y Alkarama30 recomendaron 

intensificar la cooperación con los procedimientos especiales autorizando sus visitas.  

 B. Marco nacional de derechos humanos 

 1. Marco constitucional y legislativo 

14. Las comunicaciones conjuntas 4 (JS4)31, 5 (JS5)32, 6 (JS6)33, 7 (JS7)34, 9 (JS9)35, 

11 (JS11)36, 15 (JS15)37, 17 (JS17)38, 25 (JS25)39, AccessNow40, Alkarama41, el Centro 

Carter42, Human Rights Watch (HRW)43, la Comisión Internacional de Juristas (CIJ)44 y el 

CSDHLF45 expresaron su preocupación por los peligros que entrañaba el hecho de que las 

medidas excepcionales y el estado de emergencia dependieran de la interpretación de la 

Constitución. El 25 de julio de 2021, invocando el artículo 80 de la Constitución, el 

Presidente suspendió el Parlamento, suprimió las inmunidades parlamentarias y destituyó al 

Jefe de Gobierno. El 22 de septiembre de 2021, basándose en la misma disposición 

constitucional, dictó un decreto de medidas excepcionales que le permitía concentrar los 

poderes legislativo y ejecutivo. Anuló la mayor parte de la Constitución, puso sus acciones 

fuera del alcance de todo procedimiento de apelación, disolvió el órgano temporal de control 

de la constitucionalidad de los proyectos de ley y planeó la creación de una comisión que le 

ayudara a elaborar proyectos de reforma política. El 13 de diciembre de 2021, anunció una 

consulta nacional entre enero y marzo de 2022 y un referéndum sobre una nueva Constitución 

el 25 de julio de 2022, así como elecciones legislativas el 17 de diciembre de 2022. 

15. El CSDHLF46 celebró la aprobación de la ley orgánica relativa al Tribunal 

Constitucional, pero lamentó que se retrasara el establecimiento de este último. HRW47, la 

JS148 y el Centro Carter49 recomendaron que se designara sin demora a los miembros del 

Tribunal Constitucional. 

16. El CSDHLF50 tomó nota de la reiterada prolongación del estado de emergencia y 

recordó la necesidad de cumplir el artículo 49 de la Constitución, en el que se dispone que 

las restricciones dimanantes del estado de emergencia deben quedar “fijadas por ley, resultar 

indispensables para la seguridad pública y respetar el principio de proporcionalidad respecto 

de los peligros que pesen sobre la seguridad pública”. La CIJ51 recomendó restablecer el 

orden constitucional, restituir el Parlamento y las instituciones y órganos constitucionales 

suspendidos o disueltos en el marco del estado de emergencia, y cumplir plenamente las 
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obligaciones de Túnez en virtud de la Constitución y el derecho internacional, que establecen 

condiciones claras y precisas para declarar el estado de emergencia. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

17. El CSDHLF52 lamentó el retraso en el establecimiento de los órganos constitucionales 

independientes que requiere la Constitución de 2014. La Instance Supérieure des Elections 

(Instancia Electoral Superior) es el único organismo que ha sido creado. Se han aprobado las 

leyes orgánicas sobre la creación de un organismo de apoyo a la buena gobernanza y lucha 

contra la corrupción, un organismo de derechos humanos y un organismo para el desarrollo 

sostenible y los derechos de las generaciones futuras, pero no se ha establecido ninguno de 

ellos. El organismo de comunicación audiovisual es el único cuya ley orgánica no ha sido 

aprobada. 

18. HRW53, la JS154 y el Centro Carter55 recomendaron promulgar leyes para la 

salvaguarda y el establecimiento permanente de instituciones independientes con mandato 

constitucional. HRW56 y el Centro Carter57 recomendaron restablecer la Comisión 

Anticorrupción, con mandato constitucional, suspendida por el Presidente de Túnez en agosto 

de 2021. La JS1458 recomendó acelerar la creación del organismo de desarrollo sostenible.  

19. La JS1459 y HRW60 recomendaron la creación del organismo de derechos humanos.  

20. La Instancia Nacional de Prevención de la Tortura (INPT)61 recomendó renovar 

periódicamente a la mitad de sus miembros y reforzar su independencia administrativa y 

financiera62. La comunicación conjunta 21 (JS21)63 consideró que la INPT desempeñaba su 

función preventiva visitando con frecuencia los lugares de privación de libertad y destacó la 

excelente labor de observación que había desempeñado en las manifestaciones celebradas 

desde 2021. La JS21 consideraba que la INPT estaba en peligro desde la declaración del 

estado de emergencia en julio de 2021 y recomendó que se le garantizara el libre acceso a 

todos los lugares de privación de libertad. Los autores de la JS1 formularon una 

recomendación parecida y pidieron que se asignaran a la INPT todos los medios materiales 

necesarios64. La JS965 recomendó reforzar su independencia y sostenibilidad. 

 C. Promoción y protección de los derechos humanos 

 1. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos 

humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional humanitario aplicable 

  Igualdad y no discriminación 

21. El CSDHLF66 celebró la aprobación de la Ley núm. 2018-50 relativa a la Eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación Racial en un contexto de aumento de los delitos 

racistas y recomendó acelerar la creación de la Comisión Nacional contra la Discriminación 

y trabajar para garantizar que el poder judicial pudiera desempeñar plenamente su función en 

la aplicación de dicha Ley. La JS167 y la JS1968 también presentaron recomendaciones 

similares y pidieron que se desarrollaran campañas de concienciación y programas para 

combatir la discriminación racial, en colaboración con la sociedad civil. La JS19 sostuvo que 

la población negra del país había sufrido una larga historia de discriminación racial y que si 

bien estaba actualmente penada por ley, seguía siendo un fenómeno generalizado69. 

  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser sometido 

a torturas 

22. El CSDHLF70 y la JS171, la JS972 y la JS1373 señalaron que la pena capital era 

ampliamente aplicable en virtud de las leyes tunecinas, que castigaba 143 actos diferentes 

con la pena de muerte. El CSDHLF74, la JS175, la JS976, la JS1377, la JS1878 y el Centro Carter79 

recomendaron modificar las leyes vigentes para abolir la pena de muerte en todos los casos 

y en relación con todos los delitos, sin excepción. 

23. La JS1380 observó que las condiciones de detención y el trato dispensado a los presos, 

especialmente los condenados a muerte, eran alarmantes y habían empeorado desde la 

pandemia de COVID-19.  
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24. La INPT81 recordó que Túnez había establecido el primer mecanismo nacional de 

prevención de la región y había adoptado la Ley núm. 2016-5, que había modificado y 

completado algunas disposiciones del Código de Procedimiento Penal, reduciendo la 

duración de la detención preventiva de los sospechosos y reconociendo su derecho a contar 

con un abogado durante el interrogatorio y a someterse a un examen médico. No obstante, la 

INPT82 consideraba que aún quedaban cuestiones por tratar, tal como había señalado el 

Comité contra la Tortura, en particular la definición de la tortura en la legislación tunecina, 

el respeto de las garantías legales básicas y el uso de la tortura y los malos tratos por parte de 

las fuerzas de seguridad, en particular durante las detenciones y la prisión preventiva, y 

principalmente contra los sospechosos de terrorismo. La INPT83 señaló un aumento de las 

restricciones arbitrarias de las libertades dictadas por el Ministerio del Interior desde el 

anuncio de las medidas excepcionales, el 25 de julio de 2021. La INPT84 recomendó 

enmendar el artículo 101 bis del Código Penal, que definía la tortura, para ajustarlo a la 

Convención contra la Tortura; aplicar estrictamente las garantías fundamentales previstas por 

ley para las personas detenidas y/o en prisión preventiva; respetar las normas y requisitos 

relativos a las condiciones de detención y los derechos de las personas detenidas; impartir 

formación a los agentes de las fuerzas del orden sobre “seguridad dinámica y respeto de los 

derechos de los detenidos”; garantizar que las denuncias de actos de tortura o malos tratos 

dieran pie de manera inmediata a investigaciones imparciales y efectivas conducidas por 

jueces independientes; velar por que los presuntos autores de tales actos fueran debidamente 

juzgados y, de ser declarados culpables, recibieran penas acordes con la gravedad de sus 

actos; ofrecer reparaciones adecuadas a las víctimas; garantizar que ninguna declaración 

obtenida bajo tortura pudiera ser utilizada como prueba de cargo; y equipar los lugares de 

detención e interrogatorio con cámaras. La JS185, la JS986, la JS1887, la JS2188, Alkarama89 y 

HRW90 formularon preocupaciones y recomendaciones similares. 

  Derechos humanos y lucha contra el terrorismo 

25. La JS191, la JS692, la JS2193 y Alkarama94 expresaron su preocupación por la 

legislación antiterrorista y su aplicación. Recomendaron enmendar: a) la Ley núm. 2015-26, 

de 7 de agosto de 2015, para definir estrictamente los actos de terrorismo y reducir la duración 

de la prisión preventiva de acuerdo con las normas internacionales; y b) la Ley núm. 2016-5, 

de 16 de febrero de 2016, relativa a la prisión preventiva, para convertir en obligatoria la 

presencia de un abogado desde el inicio de la prisión preventiva. 

26. HRW95 recomendó a Túnez que tomara todas las medidas posibles para traer de vuelta 

al país a los tunecinos sospechosos de terrorismo en el extranjero o contribuir a su 

repatriación con fines de rehabilitación y reintegración y, si procediera, con vistas a vigilarlos 

o enjuiciarlos de conformidad con las normas del derecho internacional; ofrecer a todas las 

personas repatriadas un trato humano, el tratamiento médico necesario y el pleno respeto de 

sus derechos procesales durante su detención; garantizar el retorno rápido y seguro de todos 

los niños detenidos en el extranjero por su presunta relación con miembros de Dáesh, y tratar 

ante todo como víctimas a los niños que habían vivido bajo el control de Dáesh y a las mujeres 

que habían sido objeto de trata por Dáesh. 

  Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, y estado 

de derecho 

27. Las comunicaciones conjuntas 1 (JS1)96, 6 (JS6)97 y 20 (JS20)98, Alkarama99, la CIJ100 

y el International Bar Association Human Rights Institute (IBA HRI)101 expresaron su 

preocupación por los ataques a la independencia del poder judicial tras la decisión adoptada 

por el Presidente, el 12 de febrero de 2022, de disolver el Consejo Superior de la Judicatura 

y sustituirlo por un consejo provisional íntegramente designado por él en virtud de un decreto 

ley. Este decreto también habilitaba al Presidente a interferir en el desarrollo de las 

perspectivas de carreras de los jueces. Mencionaron asimismo el número creciente de civiles 

llevados ante tribunales militares por criticar al Presidente y las medidas adoptadas el 25 de 

julio de 2021102. Recomendaron restaurar el Consejo Superior de la Judicatura para garantizar 

la independencia del poder judicial, evitar toda interferencia del poder ejecutivo en su labor 

y garantizar que la competencia de los tribunales militares quedara restringida a los delitos 

militares cometidos por miembros de las fuerzas armadas103. 
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28. La JS1104 señaló problemas persistentes en el funcionamiento del sistema de justicia, 

como la falta de formación sólida de los jueces en materia de derechos humanos y una 

interpretación muy conservadora de las leyes, que favorecía fallos que restringían las 

libertades, todo lo cual se traducía en problemas de hacinamiento en los lugares de detención 

(150 %), un tercio de cuyos reclusos estaban detenidos o condenados por consumo de drogas. 

Recomendaron que Túnez aplicara las recomendaciones de reformar el sistema de justicia 

que había aceptado en la anterior ronda del examen periódico universal105. La JS21106 

recomendó reformar el Código de Procedimiento Penal con vistas a establecer un marco 

jurídico que favoreciera la imposición de penas alternativas y la modificación de penas. 

29. Señalaron la persistencia de la impunidad y los numerosos obstáculos que impedían 

castigar los delitos de tortura y ofrecer reparación a las víctimas (incumplimiento de las 

debidas garantías procesales o falta de diligencia debida por parte de los jueces, retrasos del 

sistema de justicia, negativa de las fuerzas de seguridad a colaborar en las investigaciones y 

ocasionales amenazas de esas fuerzas a víctimas y testigos)107 y recomendaron crear una 

unidad de policía criminal especializada en tortura y malos tratos adscrita al Ministerio de 

Justicia, y garantizar la asistencia a los juicios de los agentes imputados108. 

30. La JS20109 y Alkarama110 consideraron seriamente amenazado el sistema de justicia 

de transición puesto en funcionamiento con la Ley Orgánica núm. 2013-53 y el 

establecimiento de la Instance Vérité et Dignité (IVD), encargada de investigar las 

violaciones de los derechos humanos cometidas entre 1955 y 2013. La IVD había concluido 

su mandato en 2019 con la publicación de su informe final y la transferencia de 200 casos a 

las salas penales especializadas del sistema de justicia de transición. La JS20111 mencionó los 

siguientes obstáculos: la adopción, por parte del Presidente, el 20 de marzo de 2022, de un 

decreto ley destinado a ofrecer a los autores de prácticas corruptas una “reconciliación penal”, 

que les permitía eludir el juicio, incluso ante los tribunales del sistema de justicia de 

transición, a cambio de inversiones en zonas desfavorecidas, y las numerosas dificultades de 

los tribunales del sistema de justicia de transición (retrasos, rotación de jueces y la recurrente 

inasistencia de los acusados a los juicios), lo que explicaba que no se hubieran dictado 

sentencias. La JS20 señaló que las promesas de reparación a las víctimas habían quedado en 

papel mojado y recomendó112 al Estado que reafirmara públicamente su intención de llevar a 

cabo el proceso de justicia de transición de conformidad con las modalidades establecidas en 

virtud de la Ley núm. 2013-53, y que aplicara las recomendaciones formuladas por la IVD. 

  Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

31. La JS1113, la JS4114, la JS6115, la JS9116, la JS21117, AccessNow118, Alkarama119 y 

MAAT120 refirieron el uso desproporcionado de la fuerza contra manifestaciones pacíficas, 

incluso contra periodistas, que eran deliberadamente atacados y golpeados por los servicios 

de seguridad, así como detenciones arbitrarias y masivas de manifestantes, defensores de los 

derechos humanos y menores de edad. La JS21121 recomendó modificar el marco jurídico que 

regía la gestión de las reuniones públicas, en particular la Ley núm. 4/1969, de 24 de enero, 

relativa a las reuniones públicas, con vistas a garantizar la libertad de reunión, restringir mejor 

el uso de la fuerza y garantizar que todas las denuncias de actos de tortura o violencia 

cometidos por las fuerzas de seguridad durante las manifestaciones o al margen de ellas 

fueran investigadas de manera imparcial, rápida, competente e independiente. 

32. La JS11122, AccessNow123, Alkarama124 y HRW125 dieron cuenta de detenciones, 

procesamientos, condenas, acoso e intimidación de actores políticos, periodistas, abogados, 

defensores de los derechos humanos y blogueros por criticar a las autoridades. La Haute 

Autorité Indépendante de la Communication Audiovisuelle (HAICA)126 asistía a una 

creciente oleada de incitación a la violencia y al odio, dirigida contra periodistas y 

profesionales de los medios de comunicación para obstaculizar su labor. Las comunicaciones 

conjuntas 5 (JS5)127, 12 (JS12)128 y 23 (JS23)129 plantearon su preocupación por el uso ilegal 

de la fuerza, el arresto de periodistas, la incautación de equipos, la detención, el 

procesamiento y el encarcelamiento de periodistas, las redadas en medios de comunicación, 

así como el despido, en julio de 2021, del director de la televisión nacional pública, no 

avalado por la HAICA. AccessNow130 recomendó despenalizar las expresiones en línea y 

fuera de línea reformando el marco jurídico de la libertad de expresión de conformidad con 

la Constitución de 2014 y los compromisos internacionales de Túnez, en particular el Código 
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Penal, el Código de la Prensa y el Código de las Telecomunicaciones. La HAICA recomendó 

contar con una ley de protección de los periodistas, acelerar la sustitución del Decreto-Ley 

Núm. 115 y 116 de 2011 por leyes básicas que consagraran la libertad de expresión, la prensa 

y la independencia de los medios de comunicación, de conformidad con las normas 

internacionales131. La JS5132 y la JS23133 recomendaron poner fin a la intimidación, el acoso 

y la persecución que sufrían los medios de comunicación, los periodistas, los defensores de 

los derechos humanos, los blogueros y otras personas por ejercer su derecho a la libertad de 

expresión, y hacer rendir cuentas a los responsables. La JS12134 recomendó tomar medidas 

legislativas para ajustar las regulaciones de los medios de comunicación, las leyes y las 

prácticas del Estado tunecino a las normas internacionales de derechos humanos, proteger la 

independencia de la HAICA y velar por la aprobación de una ley orgánica de regulación 

audiovisual que estableciera un régimen jurídico del sector audiovisual, creando la comisión 

de comunicación audiovisual y garantizando la independencia de su estructura y sus 

actividades. 

33. Free Press Unlimited (FPU)135 recomendó mantener abierto Internet, abstenerse de 

bloquear toda fuente de información o medio de comunicación fiable y respetar los derechos 

fundamentales consagrados en la Ley de Acceso a la Información. 

34. La JS4136, la JS9137, la JS11138, la JS12139, la JS15140, la JS17141, AccessNow142, 

Alkarama143, Free Press Unlimited (FPU)144, la CIJ145 y el Centro Carter146 expresaron su 

preocupación por un proyecto de revisión del Decreto-Ley núm. 2011-88, que postulaba un 

procedimiento caracterizado por requisitos de notificación previa, el control gubernamental 

de las asociaciones y la disolución de asociaciones en virtud de disposiciones que permitía a 

las autoridades ejercer una interpretación discrecional. Recomendaron que cualquier 

proyecto de ley relativo a la creación de asociaciones respetara las disposiciones 

internacionales sobre libertad de asociación, incluido el artículo 22 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos, y que incluyera un proceso inclusivo y participativo147. 

35. La JS4148, la JS9149, la JS11150 y la JS17151 señalaron restricciones ilegales impuestas 

por las autoridades a la creación de asociaciones de defensa de los derechos y las libertades, 

en particular de las minorías sexuales y religiosas. La JS17152 recomendó alentar a las 

autoridades a aplicar debidamente las leyes y los reglamentos aplicables a las asociaciones y 

a considerarlas como aliadas en el marco de la construcción de la democracia. 

  Derecho a la privacidad 

36. La JS1153, la J23154 y AccessNow155 recomendaron revisar y enmendar la Ley 

núm. 2004-63 relativa a la Protección de Datos o promulgar una nueva ley que la ajustara a 

los compromisos y obligaciones internacionales de derechos humanos de Túnez, en particular 

garantizando la rendición de cuentas de las instituciones públicas en casos de filtración de 

datos y protegiendo los datos personales y privados de los ciudadanos tunecinos. 

  Derecho al matrimonio y a la vida familiar 

37. El CSDHLF156, las comunicaciones conjuntas 3 (JS3)157, 7 (JS7)158 y 8 (JS8)159, y 

HRW160 recomendaron revisar el Código del Estatuto Personal, que consagraba al marido 

como cabeza de familia, consideraba la dote como condición de la validez del matrimonio, 

no reconocía los mismos derechos a hombres y mujeres en el ejercicio de las 

responsabilidades parentales, imponía la abstinencia a la esposa en caso de divorcio o 

viudedad, obviaba a las familias monoparentales, de tal modo que las madres solteras y los 

hijos nacidos fuera del matrimonio quedaban estigmatizados, y consolidaba la desigualdad 

en materia de sucesiones. 

  Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

38. La JS3161 recomendó intensificar las respuestas a la trata de personas coordinadas 

entre ONG, tribunales de policía y proveedores de atención de la salud con el fin de identificar 

y tratar a las víctimas de la trata de manera más eficaz, así como para garantizar que los casos 

de trata fueran debidamente investigados y juzgados. 
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  Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

39. La comunicación conjunta 22 (JS22)162 recomendó dar prioridad a la creación de 

puestos de trabajo para las mujeres, los jóvenes y las personas con discapacidad, en particular 

en las regiones desfavorecidas, y abstenerse de congelar la contratación de forma 

generalizada y de despedir a personas empleadas en el sector público, tal y como se establecía 

en la Nota de Políticas núm. 4 publicada por la Experta Independiente sobre las 

consecuencias de la deuda externa en colaboración con el Observatorio Tunecino de la 

Economía. 

  Derecho a la seguridad social 

40. La JS22163 recomendó establecer un sistema de seguro social contra el desempleo, 

garantizar la sostenibilidad financiera de los fondos de pensiones y de la seguridad social y 

solventar las deficiencias de la red de seguridad social tunecina con el fin de brindar una 

cobertura universal de riesgos, en consonancia con la Recomendación sobre los Pisos de 

Protección Social, 2012 (núm. 202) de la OIT, tal y como señalaba la Nota de Políticas 

núm. 4. 

  Derecho a un nivel de vida adecuado 

41. La JS22164 recomendó velar por que se tomaran las medidas adecuadas para mitigar 

el impacto de la reducción de los subsidios alimentarios o energéticos en los hogares de bajos 

ingresos, de tal forma que dichas reformas redujeran el número de personas que vivían por 

debajo del umbral de pobreza nacional y se evitaran efectos adversos sobre los derechos a la 

alimentación y a una vivienda adecuada, tal y como se indicaba en la Nota de Políticas 

núm. 4. 

42. La JS25165 recomendó reducir las diferencias entre las zonas urbanas y las rurales para 

garantizar el acceso universal a un agua potable asequible y de calidad, y tener en cuenta la 

situación de las mujeres y las niñas de las zonas rurales en todas las estrategias de acceso al 

agua en zonas rurales. 

  Derecho a la salud 

43. La JS7166, la JS8167, la JS9168 y la JS22169 destacaron las desigualdades sociales y 

regionales en el acceso a la salud, que se habían agravado desde la pandemia de COVID-19. 

Recomendaron ampliar la cobertura del seguro de salud a los dos millones de personas que 

carecían de ella, solventar el problema de la escasez de médicos especializados en los 

hospitales regionales, incrementar el porcentaje del presupuesto nacional destinado al 

Ministerio de Salud para apoyar los centros de salud públicos, brindar servicios de salud 

sexual y reproductiva gratuitos y de calidad para todos, velar por la disponibilidad y 

accesibilidad de anticonceptivos y de abortos de alta calidad en el sector público y asegurar 

que las mujeres tuvieran acceso a información documentada sobre su sexualidad y su salud170. 

44. La Association Tunisienne de Prévention Positive (ATP+)171, la JS8172 y la JS9173 

informaron sobre las múltiples formas de discriminación sufridas por las personas que vivían 

con el VIH debido al acceso limitado a los servicios de atención del VIH, a la estigmatización 

(incluso por parte del personal paramédico y médico) y al incumplimiento del secreto médico 

en los hospitales. Recomendaron eliminar todas las formas de discriminación en contra de 

dichas personas, tanto en la ley como en la práctica, garantizar servicios genuinos y gratuitos 

de atención relacionada con el VIH, establecer servicios locales de calidad, formar al personal 

médico y paramédico para que respetara el secreto médico y los derechos humanos e 

introducir en la Ley de 1992 sobre Enfermedades Transmisibles un enfoque basado en 

derechos, o incluso aprobar una nueva ley. 

  Derecho a la educación 

45. Stichting Broken Chalk (BCN)174 recomendó adoptar medidas urgentes para impartir 

enseñanza primaria gratuita y obligatoria a todos los niños y mejorar el acceso a la enseñanza 

secundaria y la permanencia en ella, prestando especial atención a los niños que vivían en la 

pobreza, los niños del medio rural y los niños con discapacidad; mejorar la calidad de la 

educación, entre otras cosas reformando los planes de estudio, contando con docentes 
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cualificados, infraestructuras adecuadas y tecnologías educativas; y redoblar esfuerzos por 

hacer frente a las elevadas tasas de repetición de curso y abandono escolar, en particular en 

la enseñanza secundaria175. 

  Derechos culturales 

46. La JS10176 recomendó incrementar el porcentaje del presupuesto destinado al 

Ministerio de Asuntos Culturales, impartir cursos de capacitación profesional y académica a 

profesionales de la cultura, aprobar el proyecto de ley orgánica núm. 104 de 2017 sobre el 

reconocimiento del estatuto del artista y de las profesiones culturales, garantizar el 

cumplimiento de la Ley núm. 94-36 de 24 de febrero de 1994 relativa a la Propiedad Literaria 

y Artística, proseguir el proceso de descentralización cultural y establecer casas de la 

juventud y la cultura a lo largo y ancho del país. 

  Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

47. La JS22177 señaló que Túnez se enfrentaba a problemas económicos y sociales 

estructurales, como la intensificación de las disparidades regionales, el aumento de la tasa de 

pobreza y la creciente presión sobre las arcas públicas. La JS22178 recomendó velar por que 

la deuda pública no produjera vulnerabilidades económicas, sociales o políticas, sino 

crecimiento y desarrollo social inclusivo, tal y como se indicaba en la Nota de Políticas 

núm. 4. 

48. La JS14179 expresó su preocupación por los altos niveles de contaminación de Túnez 

y los efectos del cambio climático. Recomendó hacer efectivos los derechos constitucionales 

de los tunecinos a un medio ambiente sano y equilibrado (como el fortalecimiento del sistema 

jurídico e institucional de protección del medio ambiente, en particular en lo tocante a la 

biodiversidad y el cambio climático) y a la igualdad de todos en este ámbito, adoptando un 

enfoque de género, acelerando la adopción de un nuevo código del agua y garantizando el 

acceso a la información y la educación medioambiental, por ejemplo en el sistema educativo. 

49. La JS22180 recomendó orientar a las empresas industriales hacia la adopción de 

técnicas limpias y modernas destinadas a frenar la destrucción de recursos hídricos y reducir 

el consumo de energía y la contaminación. La JS25 recomendó luchar contra la 

contaminación aplicando el principio de “quien contamina paga”181. 

 2. Derechos de personas o grupos específicos 

  Mujeres 

50. A pesar de los avances logrados en el ordenamiento jurídico (como la aprobación de 

la Ley Orgánica núm. 2017-58 relativa a la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres, 

que suprimió la impunidad de los autores de actos de violencia sexual en el marco del 

matrimonio, tal y como se había recomendado en el anterior examen periódico universal), el 

CSDHLF182 y la JS7183 señalaron la persistencia de la discriminación y las violaciones y su 

agravamiento desde la pandemia de COVID-19, y recomendaron el reconocimiento de la 

igualdad completa y efectiva entre hombres y mujeres; la formulación de una política pública 

de prevención de la violencia “en tiempos de crisis”; el establecimiento de un sistema 

electoral que garantizara la paridad vertical y horizontal en las elecciones; una mayor 

representación de las mujeres en los puestos de decisión de alto nivel; y la facilitación del 

acceso de las mujeres al mercado laboral en un entorno económico propicio184. 

  Niños 

51. Si bien celebraba que Túnez hubiera ratificado los tratados de protección de los 

derechos de la infancia, la comunicación conjunta 2 (JS2)185 recomendó armonizar el marco 

legislativo con dichos tratados a fin de aplicar efectivamente la prohibición de los castigos 

corporales en cualquier circunstancia; adoptar medidas concretas y eficaces contra la 

impunidad de los autores de actos de violencia contra niños; y acelerar la reforma del Código 

de Protección de la Infancia y establecer un mecanismo independiente de control y 

seguimiento. 
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  Personas con discapacidad 

52. El CSDLH186, la JS1187, la JS19188 y la JS25189 recomendaron modificar la legislación 

existente o incluso aprobar una nueva ley sobre las personas con discapacidad, integrando 

una definición de discapacidad global y basada en los derechos humanos; poner a punto una 

base de datos y estadísticas para orientar mejor las políticas y los programas de promoción 

de los derechos de las personas con discapacidad; y aplicar un plan nacional basado en 

objetivos específicos, que garantizara la plena participación de las personas con discapacidad 

en la esfera social y pública y su acceso a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales 

y culturales. 

  Pueblos indígenas y minorías 

53. Las comunicaciones conjuntas 1 (JS1)190, 4 (JS4)191, 9 (JS9)192, 16 (JS16)193, 

19 (JS19)194, 24 (JS24)195, ADF International196 y el European Centre for Law and Justice 

(ECLJ)197 recomendaron reconocer plenamente el derecho a la libertad de religión o de 

creencias, incluido el derecho a la conversión; combatir la incitación al odio y el discurso 

hostil a la apostasía; proteger a las minorías religiosas contra cualquier forma de violencia y 

llevar ante la justicia a los autores de tales actos; conceder a la comunidad bahaí el derecho 

a constituir una asociación y a contar con sus propios cementerios; y fomentar el diálogo 

interreligioso. 

54. La JS1198, la JS10199 y la JS19200 recomendaron garantizar el derecho de los niños 

amaziges a una educación intercultural y bilingüe que respetara su cultura y sus tradiciones, 

en particular incorporando el amazige como segunda lengua en las escuelas y desarrollando 

iniciativas, en cooperación con las asociaciones culturales amaziges, destinadas a poner en 

valor y dar a conocer las prácticas culturales amaziges. 

  Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

55. La JS1201, la JS4202, la JS8203, la JS9204, la JS15205, la JS19206, la JS25207, HRW208, la 

Association Shams209 y el CSDLH210 recomendaron detener de inmediato el uso de las 

pruebas anales como medio destinado a probar la homosexualidad; derogar el artículo 230 

del Código Penal, que penalizaba la homosexualidad, junto con todos los artículos invocados 

para detener y juzgar a las personas LGBTQI+, en particular los artículos 226 a 232 del 

Código Penal; poner fin a la práctica de llevar ante la justicia a personas en función de su 

identidad de género (aplicación de perfiles); castigar cualquier tipo de violencia motivada 

por la orientación sexual o por la expresión o identidad de género; reconocer legalmente la 

posibilidad de efectuar cambios de sexo e identidad de género y establecer los mecanismos 

necesarios para ello; dejar de ingresar a mujeres transgénero en prisiones para hombres; y 

erradicar y sancionar todos los discursos de odio o incitación a la violencia contra las 

personas LGBTQI+. 

  Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

56. La JS19211 recomendó acelerar la adopción de la ley de asilo y contar con la sociedad 

civil para revisar el proyecto de ley; adoptar una estrategia nacional de migración más 

inclusiva para las poblaciones migrantes presentes en Túnez, en consulta con las 

comunidades interesadas y las ONG que trabajaban con ellas; velar por que los 

procedimientos de detención y deportación no fueran arbitrarios ni discriminatorios y se 

llevaran a cabo de conformidad con la legislación de derechos humanos y respetando la 

dignidad y la integridad de los migrantes, especialmente de los más vulnerables; proteger a 

los solicitantes de asilo, refugiados y víctimas de la trata, la violencia o la discriminación, de 

conformidad con sus obligaciones de derechos humanos, y no exponerlos en ningún caso a 

riesgos de enjuiciamiento o devolución; y garantizar que todas las personas que entraran en 

Túnez tuvieran derecho a solicitar asilo y fueran informadas de sus derechos y 

obligaciones212. 
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